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Expediente 66001-22-13-001-2009-00076-00



Se resuelve la Acción de tutela promovida por GERMAN EMILIO SUAREZ LOPEZ en contra de la VICEPROCURADURIA GENERAL DE LA NACION, el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-, y a la que se vinculó la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION –SALA DISCIPLINARIA-.
               I. ANTECEDENTES:

   El actor, actuando a nombre propio, presentó escrito con el fin de que se le tutelen los derechos a la dignidad humana, al debido proceso, a la defensa, a la honra, al trabajo y al principio de oportunidad, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las dependencias arriba citadas.   

    La VICEPROCURADURIA GENERAL DE LA NACION porque, mediante fallo del veintitrés (23) de julio  del dos mil siete (2007), lo sancionó con destitución e inhabilidad general para ejercer cargos públicos por el término de quince (15) años; la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION –SALA DISCIPLINARIA, ya que al emitir el veredicto de segunda instancia, confirmó los ordinales primero (1º) y segundo (2º) de aquél; y el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC- en cabeza de su Directora, porque expidió la resolución número 006766 del ocho (08) de julio del año que avanza para darle cumplimiento a lo actos administrativos ya destacados, haciendo efectiva la sanción impuesta.
Destaca que el castigo que se le impuso, fue por violación del parágrafo cuarto (4º), literal a) del canon 48 de la Ley 734 de 2002 del Código Disciplinario Único (CDU), en razón de la fuga del interno de nombre EPITACIO CASTILLO GOMEZ. 
Luego de hacerle una crítica a los testigos que declararon en el proceso disciplinario, tanto en lo favorable como en lo desfavorable, pide que se le protejan los derechos antes mencionados y, como consecuencia que se “me restituya en mis funciones como dragoneante de vigilancia al servicio del Instituto Penitenciario y Carcelario de Colombia (INPEC) en el menor tiempo posible”. 
Con interlocutorio calendado veintisiete (27) de julio último se admitió y se asumió el conocimiento de la presente acción de tutela, luego del rechazo que hiciera el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL, RISARALDA.  En él se ordenó vincular a la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION –SALA DISCIPLINARIA-. 

La VICEPROCURADURIA GENERAL DE LA NACION guardó silencio. El INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-, por fuera del término, allegó memorial y la vinculada, es decir, la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION –SALA DISCIPLINARIA-, dentro del límite de tiempo y por intermedio de apoderada judicial, anexó escrito. En ellos, luego de hablar del trámite disciplinario, piden que se declare improcedente la acción porque, en términos generales, el accionante cuenta con los mecanismos ordinarios para su defensa y no se le ha causado un perjuicio irremediable. 
La PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION –SALA DISCIPLINARIA- presentó copia auténtica de los fallos administrativos de primera y segunda instancia (ver cdno. 2).
Sin necesidad de la práctica de otras pruebas distintas a las documentales que obran en el plenario, se pasa a resolver la Acción de Tutela previas las siguientes,




II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




    De lo manifestado por el actor se concluye que los derechos fundamentales que estima vulnerados o amenazados son la dignidad humana, el debido proceso, el de defensa, a la honra y al trabajo, amparados por los artículos 1, 29, 21 y 25 de la Constitución Política.

    Sin embargo, para la Sala es claro que tales derechos fundamentales no han sido quebrantados porque la discusión en el presente asunto recae sobre unas supuestas irregularidades surgidas en la valoración de las declaraciones que se le tomaron a los testigos y que al final conllevaron a que al tutelante lo declararan responsable de una conducta disciplinaria y que, en su concepto, le afectaron los derechos al debido proceso y de defensa. Este debate, en principio, corresponde conocerlo a la jurisdicción contencioso administrativa y, por lo mismo, no cabe duda que el presente amparo se hace improcedente puesto que existen otros medios de defensa de los derechos que se estiman amenazados o conculcados. Así lo ha precisado en innumerables ocasiones la doctrina de la Corte Constitucional que sobre el punto ha dicho: 

“La acción de tutela es un mecanismo de protección excepcional que debe operar únicamente cuando el sistema jurídico no haya previsto otros medios de defensa
”. 
“Sobre el particular, debe reiterar la Sala la improcedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de defensa judicial, teniendo en cuenta el carácter de mecanismo excepcional concebido en defensa de los derechos supletorios, esto es, que sólo procede en caso de inexistencia de otros medios de defensa judicial
”..

Lo anterior guarda relación con el siguiente pronunciamiento de nuestro máximo organismo constitucional cuando se trata de tutelas contra sanciones disciplinarias: 

“. . . la posibilidad que tienen los actores de acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, a menos de que se evidencie la existencia de un perjuicio irremediable que amerite la protección constitucional como mecanismo transitorio, hace improcedente el amparo solicitado. Ha considerado esta Corporación que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho (Art. 85 C.C.A) es un instrumento procesal idóneo y eficaz para alcanzar la protección judicial derivada de posibles irregularidades en el proceso disciplinario, teniendo en cuenta que al demandarse la nulidad de un acto administrativo se cuenta con la posibilidad de solicitar su suspensión provisional, por estimar que manifiestamente contradice una norma superior a la cual se encuentra subordinado, medida cautelar que hace perder al acto su fuerza ejecutoria mientras se emite la decisión de mérito sobre la legalidad de aquel (Arts. 238 C. Pol. y 152 y s.s C.C.A.). Además, en relación con el perjuicio irremediable, ha dicho la Corporación que la sanción disciplinaria en sí misma no puede considerarse un perjuicio de tal índole
.

Por tanto, conforme al aparte transcrito, sólo procede la tutela en estos casos concretos cuando se evidencie la existencia de un perjuicio irremediable que amerite la protección constitucional y eso sí, como mecanismo transitorio, lo cual no alegó el accionante ni demostró los elementos necesarios para su configuración
.
Visto, entonces, que en este asunto no está comprometido ningún derecho fundamental, será negada la tutela incoada; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE NIEGA la Acción de Tutela promovida por GERMAN EMILIO SUAREZ LOPEZ en contra de la VICEPROCURADURIA GENERAL DE LA NACION, el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC- y  a la que se vinculó la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION –SALA DISCIPLINARIA-. 




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5º, Dto. 306 de 1992).





3º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo    Fernán Camilo Valencia López
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